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Sra. Salgueiro Cortiñas, Presidenta  
 
Sr. Estella Hoyos, Consejero  
Sr. Fernández Costales, Consejero  
Sr. Pérez Solano, Consejero  
Sr. Quijano González, Consejero  
Sr. Nalda García, Consejero y 
Ponente 
 
Sr. Besteiro Rivas, Secretario 
 

 

 
La Sección Segunda del 

Consejo Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Valladolid el día 18 de 
marzo de 2004, ha examinado el 
expediente relativo a la reclamación 
de responsabilidad patrimonial pre-
sentada por Dña. xxxxx xxxxx xxxxx, y 
a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 

 
DICTAMEN 

 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 
El día 18 de febrero de 2004 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial por la reclamación presentada a instancia de Dña. xxxxx xxxxx 
xxxxx, por los daños y perjuicios producidos por la asistencia sanitaria que le 
fue prestada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 20 de febrero de 

2004, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 126/2004, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por Decreto 102/2003, 
de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, correspondió 
su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 

 
Primero.- Con fecha 12 de junio de 2002, Dña. xxxxx xxxxx xxxxx 

presenta un escrito de reclamación de responsabilidad patrimonial porque 
considera que se le practicó una intervención (histerectomía) de un 
adenocarcinoma endocervical sin que se le hubiese practicado previamente una 
biopsia cervical ni un estudio de extensión. Solicita una indemnización de 
300.000 euros por “las gravísimas consecuencias, secuelares y de días de baja 
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médica, daño moral y perjuicio a todos los niveles y padecimientos que me 
fueron causados como consecuencia de una intervención quirúrgica del todo 
inadecuada y errónea, así como por las secuelas que de ello me han quedado y 
la incertidumbre de mi vida futura, hechos acaecidos en el ámbito de la 
prestación de la Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social”. 

 
Junto a su escrito de reclamación presenta diferentes informes de 

asistencia del Hospital de hhhhhhhhh y del Hospital vvvvvvvvvvvv. 
 

 Segundo.- En cuanto a los hechos por los que reclama, del expediente 
se deducen los siguientes: 
 
  1.- Dña. xxxxx xxxxx xxxxx, de 43 años de edad, acude en enero 
de 2001 a la consulta de Ginecología del Hospital hhhhhhhhh por un cuadro de 
proiomenorrea. La exploración clínica que se le realizó fue normal, y, además, 
se solicitó un estudio hormonal, una ecografía ginecológica, una mamografía y 
una analítica completa. 

 
  2.- En febrero de 2001 la paciente vuelve para ser informada de 
los resultados de las pruebas practicadas. En cuanto a su estudio ginecológico, 
la mamografía y la ecografía fueron normales, y en la citología vaginal se 
observa un AGUS (células endocervicales atípicas de significado incierto), por lo 
que se aconseja repetirla fuera del período menstrual. 

 
  3.- El 27 de marzo de 2001 se repite el estudio citológico, 
informando a la paciente del resultado el 10 de abril. Al aparecer el mismo 
cuadro citológico AGUS se le recomienda una nueva toma citológica fuera de 
los doce primeros días del ciclo. Ese mismo día la paciente estaba con la 
menstruación y no se pudo repetir la citología, pero se le realizó una 
colposcopia que fue compatible con la normalidad, por lo que no se indicó 
biopsia. 

 
  4.- El 8 de mayo de 2001 se realiza una nueva toma citológica que 
da como resultado “imágenes citológicas sugestivas de adenocarcinoma de 
origen endocervical”. Ante la sospecha de carcinoma in situ de cervix, y 
después de hablar con el matrimonio sobre las implicaciones del diagnóstico 
citológico y de las opciones terapéuticas, se decide la realización de una 
“histerectomía total simple”. Transcurre la intervención y el postoperatorio sin 
complicaciones y es dada de alta a los cuatro días de la operación. 

 



 

3 

  5.- El estudio anatomopatológico definitivo modifica el estadio de 
la lesión de un in situ a un IB  por lo que se opta por realizar una interconsulta 
con el servicio de Oncología del Hospital cccccccccccc para valorar el 
tratamiento complementario. 

 
  6.- En el citado Hospital ccccccccc se plantea a la paciente un 
tratamiento con radioterapia complementaria, que acaba realizando en el 
Hospital vvvvvvvvvv, al parecer por motivos familiares. 
 

Tercero.- El 1 de julio de 2002 se designa Inspector Médico y se 
comunica este nombramiento, así como la tramitación de la reclamación, a la 
interesada. Al expediente se incorpora el parte de reclamación del seguro de 
responsabilidad sanitaria. 

 
Cuarto.- Se completa la historia clínica de la paciente, que se incorpora 

al expediente, con diversos informes médicos y profesionales, entre los cuales 
destacan:  

 
 - Informe de 18 de julio de 2002 de la Dra. rrrrrrrrrr, del Servicio 

de Ginecología y Obstetricia, que expone que “ante la evidencia de los datos 
disponibles se informa a la paciente y a sus familiares de las implicaciones del 
diagnóstico citológico y de las opciones terapéuticas, aceptando la propuesta 
terapéutica que se les propone... se programa a la paciente para cirugía 
electiva y realización de histerectomía total simple bajo el diagnóstico de 
sospecha de carcinoma in situ de cervix. 

 
  » Esta decisión se fundamenta en el diagnóstico 

preoperatorio... así mismo se valoró la edad de la paciente... 
 

  » El estudio anatomapatológico definitivo modifica el 
estadiaje de la lesión a un estadio IB. Se informa a la paciente y familiares de 
las implicaciones del diagnóstico definitivo y de que por dicho motivo, y aunque 
la enfermedad seguía localizada en el cuello, se estimaba oportuno realizar 
interconsulta con el Servicio de Oncología del Hospital de referencia para 
valorar tratamiento complementario. De considerarse necesaria una resección 
ampliada debería volver a la consulta para valorar su pertinencia y la situación 
de la paciente en dicho momento”. 

 
 - Informe de 16 de julio de 2002 del Dr. ppppppp, Jefe del 

Servicio de Ginecología y Obstetricia. 
 



 

4 

 - Informe de la Inspección Médica de 2 de agosto de 2002, que 
expresa que “el cirujano en su intervención sólo puede observar lesiones 
macroscópicas y es sólo después de analizar la pieza por el anatomapatológo 
cuando podemos cambiar el estadiaje a un IB, pero en ese mismo informe 
anatomopatológico leemos: `pieza de histerectomía simple... que no muestra 
lesiones macroscópicas superficiales. Tras los cortes seriados se identifica una 
tumoración´... o sea que sólo después de un examen anatomopatológico 
podemos decir que la distancia del tumor al borde quirúrgico es inferior a 1 mm 
y que al cambiar el estadiaje puede precisar tratamiento complementario.  

 
  » Por otra parte de la documentación médica que la 

paciente aporta en su demanda, no se observa la existencia de datos que 
indiquen la presencia de recidiva local o enfermedad metastásica a distancia”.  
 

Quinto.- Con fecha 26 de diciembre de 2002 se concede a la interesada 
un plazo de quince días para formular alegaciones y presentar la 
documentación que considere necesaria (siendo notificado el trámite el 7 de 
enero de 2003), habiendo transcurrido en exceso el plazo sin que la interesada 
realizara alegación alguna. 

 
Sexto.- El 19 de enero de 2004 el Servicio de Inspección de la Dirección 

General de Desarrollo Sanitario de la Consejería de Sanidad, formula una 
propuesta de orden por la que se resuelve desestimar la reclamación 
presentada. 

 
Séptimo.- El 28 de enero de 2004 la Asesoría Jurídica informa 

favorablemente sobre la mencionada propuesta. 
 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
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dictamen de acuerdo con lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado f), 
del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el 
que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones 
Públicas en materia de responsabilidad patrimonial. 

 
 3ª.- Concurren en la recurrente los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y el órgano competente para resolver es el Consejero de Sanidad, en 
virtud de lo establecido en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de Castilla y León. 
 

4ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación formulada 
por Dña. xxxxx xxxxx xxxxx, al considerar que se le propuso una intervención 
(histerectomía) de resultado incompleto sin que se le hubiese practicado 
previamente una biopsia cervical ni un estudio de extensión. 

 
El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, en los 

términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda 
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de 
fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
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 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
Además, en las reclamaciones derivadas de la actuación médica o 

sanitaria no resulta suficiente la existencia de una lesión (que llevaría la 
responsabilidad objetiva más allá de los límites razonables), sino que es preciso 
acudir al criterio de la lex artis para determinar cuál es la actuación médica 
concreta, con independencia del resultado producido en la salud o en la vida del 
enfermo, ya que no le es posible ni a la ciencia ni a la Administración 
garantizar, en todo caso, la sanidad o la salud del paciente. De acuerdo con el 
mencionado criterio, surge la responsabilidad “cuando no se realizan las 
funciones que las técnicas de la salud aconsejan y emplean como usuales, en 
aplicación de la deontología médica y del sentido común humanitario” 
(sentencias de 9 de marzo de 1998 y de 14 de octubre de 2002). 

 
Recuerdan las Sentencias del Tribunal Supremo de 7 de junio de 2001 y 

10 de octubre de 2000, que el título de imputación de la responsabilidad 
patrimonial por los daños o perjuicios generados por la actividad administrativa 
debidos al funcionamiento normal o anormal de los servicios puede consistir, no 
sólo en la realización de una actividad de riesgo, sino que también puede 
radicar en otras circunstancias, como es, singularmente en el ámbito de la 
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asistencia sanitaria, el carácter inadecuado de la prestación médica llevada a 
cabo. Esta inadecuación puede producirse, no sólo por la inexistencia de 
consentimiento informado, sino también por incumplimiento de la lex artis ad 
hoc ya citada o por defecto, insuficiencia o falta de coordinación objetiva del 
servicio. 

Como recuerda la Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de octubre de 
1998, resumiendo la doctrina jurisprudencial sobre el nexo causal "aun cuando 
la jurisprudencia ha venido refiriéndose con carácter general a un carácter 
directo, inmediato y exclusivo para particularizar el nexo causal entre la 
actividad administrativa y el daño o lesión que debe concurrir para que pueda 
apreciarse responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas, no 
queda excluido que la expresada relación causal especialmente en los 
supuestos de responsabilidad por funcionamiento anormal de los servicios 
públicos pueda aparecer bajo formas mediatas, indirectas y concurrentes, 
circunstancia que puede dar lugar o no a una moderación de la responsabilidad 
(Sentencias de 6 de abril y 16 de diciembre de 1997, 26 de febrero y 15 de 
abril de 2000, y 21 de julio de 2001, entre otras). Entre las diversas 
concepciones con arreglo a las cuales la causalidad puede concebirse, se 
imponen, en materia de responsabilidad patrimonial de la Administración, 
aquéllas que explican el daño por la concurrencia objetiva de factores cuya 
inexistencia, en hipótesis, hubiera evitado aquél (Sentencia de 25 de enero de 
1997), por lo que no son admisibles, en consecuencia, concepciones restrictivas 
que irían en éste en contra del carácter objetivo de la responsabilidad 
patrimonial de las administraciones públicas, pues el concepto de relación 
causal se resiste a ser definido apriorísticamente con carácter general, y se 
reduce a fijar qué hecho o condición puede ser considerado como relevante por 
si mismo para producir el resultado final como presupuesto o "conditio sine qua 
non" esto es, un acto o un hecho sin el cual es inconcebible que otro hecho o 
evento se considere consecuencia o efecto del primero, aunque es necesario 
además que resulte normalmente idónea para determinar aquel evento o 
resultado teniendo en consideración todas las circunstancias del caso (sentencia 
de 5 de diciembre de 1995)".  

La objetivación de la responsabilidad patrimonial de la Administración 
obliga a deducir que la conducta del personal asistencial no ha de ser 
enjuiciada aquí bajo el prisma psicológico o normativo de la culpabilidad, sino 
más bien desde la estricta objetividad mecánica de un comportamiento que se 
inserta, junto con otros eventos, en la causalidad material desde el punto de 
vista de la experiencia, en la producción de un resultado (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 13 de julio de 2000). 
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5ª.- En cuanto al fondo de la cuestión planteada, estima este Consejo 
Consultivo, de igual modo que los órganos que han informado a lo largo del 
procedimiento, que no existe responsabilidad por parte de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Castilla y León por los daños causados.  

Del análisis de las circunstancias concurrentes en el presente caso, se 
extraen las siguientes conclusiones: 

En cuanto al plazo en el que se ha ejercitado el derecho a reclamar, es 
necesario poner de manifiesto, tal y como hace la propuesta de orden, que la 
reclamante presenta su escrito el 12 de junio de 2002 y que la histerectomía se 
realiza el 30 de mayo del mismo año. Posteriormente requirió de diversos ciclos 
de radioteriapia y el 31 de octubre fue dada de alta, programándose revisiones 
periódicas. 

Como señala la propuesta de orden, la interesada reclama porque al 
habérsele practicado una cirugía subóptima no se ha eliminado “la posibilidad 
de reproducción del mioma maligno”. Sin embargo, tal y como se pone de 
manifiesto en los distintos informes incorporados al expediente, esta posibilidad 
no se puede eliminar en su totalidad y, además, ningún estudio posterior 
evidenció una mayor extensión de la enfermedad. La aparición de algún tipo de 
malignidad sería una consecuencia inevitable de la propia enfermedad, y no 
tendría causa en ninguna de las anteriores actuaciones quirúrgicas y/o médicas. 

La afirmación de que el tratamiento complementario de radioterapia 
posterior a la intervención se habría evitado de haber sido ésta más extensa, 
entra, como señala la propuesta, “en el terreno de la hipótesis pues tampoco 
puede garantizarse que no hubiera sido necesaria la realización de estos ciclos 
en ese momento o poco después”. 

En cuanto a la existencia de una posible vulneración de la lex artis, es 
necesario poner de manifiesto que a la paciente se le hizo un seguimiento 
adecuado a sus circunstancias, realizando las pruebas necesarias y sin que se 
haya errado en el diagnóstico. Ante este diagnóstico se optó, después de 
planteárselo a la paciente y dada su edad y situación vital, por una 
histerectomía total simple. 

 Tal y como concluye la propuesta, la asistencia prestada ha sido 
correcta y totalmente ajustada a la lex artis, por lo que, de conformidad con la 
doctrina establecida por el Consejo de Estado y el mismo Tribunal Supremo, 
“sólo en el caso de que se produzca una infracción de dicha lex artis 
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respondería la Administración de los daños causados; en caso contrario, dichos 
perjuicios no son imputables a la Administración y no tendrían la consideración 
de antijurídicos por lo que deberían ser soportado por el perjudicado”. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente relativo a la 

reclamación de responsabilidad patrimonial iniciado a instancia de Dña. Xxxxx 
xxxxx xxxxx, por los daños y perjuicios producidos por una mala prestación 
asistencial. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


